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l. LA PROTECCION DE LA LIBERTAD DE 
CONCIENCIA V EL DERECHO INTERNA· 
CIONAL 
El derecho de libertad de conciencia 1 y el 
amplio cuadro de sus implicaciones jurídi-
cas (relaciones Iglesias-Estado, enseñanza, 
matrimonio, etc.) constituyen problemas ca-
pitales de la regulación de la convivencia en 
sociedad política estatal e internacional. En 
el plano del Derecho interno son obvias las 
connotaciones jurídicas del tema en el De-
recho Constitucional cuanto en lo Civil, Pe-
nal, Administrativo, etc., y una contempla-
1. Aunque a lo largo del presente trabajo se empleen 
frecuentemente las expresiones "libertad de concien-
cia", por ser ésta usual, y "libertad de pensamiento, 
conciencia y religión", por seguir la formulación reco-
gida en los textos jurídicos internacionales, con las 
mismas se alude al "derecho de libertad religiosa", 
expresión, tal vez, la más exacta y comprensiva, refe-
rida no sólo d orden individual y privado de la con-
ciencia y el pensamiento, sino también a toda mani-
festación externa tales como ritos, prácticas, o adoc-
trinamiento, cultos, etc. 
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clOn del fenómeno, caso de intentar abor-
darla ahora, nos llevaría fuera de nuestro 
tema y de las pretensiones de este trabajo. 
Desde la perspectiva del Derecho Interna-
cional la cada día más intensa internacio-
nalización de la protección de los derechos 
del hombre, especialmente a raíz de la De-
claración Universal de las Naciones Unidas, 
ha agudizado la sensibilidad hacia los pro-
blemas que plantea, entre otros derechos, la 
libertad de conciencia y ha hecho posible la 
cristalización de su defensa en textos jurí-
dicos de la mayor importancia: el Pacto de 
Derechos Civiles y Políticos de las N.U. 
(art. 18), y el Proyecto de Convención Inter-
nacional al que dedicaremos estas páginas. 
Junto a ellos, cabe mencionar la Convención 
Europea de Salvaguarda de los Derechos del 
Hombre y Libertades fundamentales como 
el tratado internacional que ha logrado la 
más eficaz protección jurídica de tales de-
rechos 2. 
2. Al objeto de no desviarnos de nuestro tema, mar-
ginamos la exposición y comentario del arto 8 y con-
cordantes de dicha Convención, que, en efecto, ha 
perfilado de la forma más completa los derechos pro-
tegidos, a la vez que ha establecido el mecanismo pro-
tector más eficaz (Comisión y Tribunal Europeo de 
Derechos del Hombre). 
3. En efecto, la paz de Ausburgo (555) consagró la 
división de Alemania en Estados católicos y luteranos, 
y sentó el principio que después se condensaría en la 
expresión "cuius regio, eius religio", al acordarse que 
"todo Príncipe tiene el derecho y el poder de prote-
ger y sostener la religión antigua en sus tierras, ciu-
dades, localidades y comunidades". Y, según DELÓS: 
"Con los Tratados de Westphalia la Cristiandad me-
dieval desapareció como -sistema de organización in-
ternacional. Se inaugura la era moderna; la nueva 
comunidad se funda sobre la base de la igualdad ju-
rídica de los Estados soberanos. Sin embargo, la ley 
común qUe rige las relaciones entre las Pótencias es 
todavía la ley cristiana, considerada como fundamento 
de la civilización. La Turquía musulmana permanece 
fuera del Concierto europeo; no será admitida hasta 
1. Suele decirse que el derecho de libertad 
de conciencia es, entre todos los derechos 
del hombre, el que primero recibió un trata-
miento jurídico internacional. Lo cierto es 
que, sin acudir a precedentes más remotos, 
desde la formación de los Estados moder-
nos y la ruptura definitiva de la Cristiandad 
medieval 3, la protección de la libertad de 
conciencia es contemplada frecuentemente 
en las relaciones internacionales y en el De-
recho de Gentes, desde el siglo XVI en ade-
lante 4, a través de diversas instituciones ju-
rídicas, tales como la Intervención de hu-
manidad 5 y el Reconocimiento condiciona-
do 6. 
Más tarde, bajo el sistema de la Sociedad de 
Naciones, la protección se concretará, de 
manera especial, en los textos de los Man-
datos y de los Tratados de Minorías con-
cluídos a la terminación de la Primera Gue-
rra Mundial. 
2 , En el clima político que contempla la ela-
boración de la Carta de las Naciones Uni-
1856, y el D. Internacional alcanzará entonces la últi-
ma etapa de su extensión y su laicización". (Acade-
mia de La Haya, Recueil des Cours, 1924, IV, p. 377). 
4. Vid. para el desarrollo histórico, P. LANARÉS, La 
liberté religieuse dans les Conventions Internationales 
et dans le Droit Public Général, 1964. 
5. Así, por ejemplo, la protesta del Emperador de 
Austria, en 1563, ante la Reina de Inglaterra por la 
legislación anticatólica dictada el año anterior; la in-
tervención angloholandesa en 1755 en el Reino de Cer-
deña, etc. 
6. El Tratado de Berlín de 1878 para el arreglo de 
la cuestión de Oriente Medio, firmado por Gran Bre-
taña, Austria-Hungría, Italia, Rusia y Turquía, ha sido 
considerado como la base de partida de una regula-
ción internacional positiva de los derechos del hom-
bre, y llamado "Carta Magna de la libertad religiosa 
en Derecho Internacional", pues sirvió de precedente 
a no pocos Tratados posteriores, y aún después de la 
Guerra de 1914-18, a los de Minorías. Este pacto dejó 
a un lado el sistema de intervención de humanidad y 
optó por la vía del reconocimiento condicionado. 
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das está presente la preocupación por la pro-
tección de los derechos humanos, maltrata-
dos en los acontecimientos anteriores a la 
guerra y durante la guerra misma. 
En su mensaje al Congreso, en enero de 
1941, el Presidente Roosevelt dice: «Quere-
mos que el mundo se funde sobre cuatro li-
bertades esenciales. La primera es la liber-
tad de palabra y de expresión en el mundo 
entero. La segunda, la libertad de cada uno 
de adorar a Dios como mejor le parezca, en 
el mundo entero. La tercera es la libertad 
de vivir a cubierto de la necesidad, en todo 
el mundo. La cuarta, la libertad de vivir sin 
miedo, en el mundo entero». En este mismo 
año, él y Churchill al firmar la Carta del 
Atlántico fijan los fines de la Guerra, que 
serán aceptados en enero del año siguiente, 
cuando los representantes de los países en 
lucha contra el Eje se declaran «convenci-
dos de que una victoria sobre los enemigos 
es esencial para defender la vida, la liber-
tad, la independencia y la libertad religiosa, 
así como para conservar los derechos hu-
manos y la justicia en el propio país y en 
las demás naciones». En las Conferencias 
de Washington (1942) y Moscú (1943), en 
las proposiciones de Dumbarton Oacks se 
piensa en la promoción de los derechos del 
hombre y las libertades fundamentales co-
mo misión de la · nueva Organización Inter-
nacional. 
7. MIRKINE-GUETZEVITCH, VONU et les droits de l'hom-
me, en Rev. grale. de D. I. Public, 1951, P. 163, nos 
dice: 
"La Charte des N. U. a affirmé un nouveau concept 
la reconnaissance de l'homme, la reconnaissance de la 
personnalité humaine en tant qUe sujet du droit in-
ternational; le concept transforme le droit internatio-
na! traditionnel qui jusqu'alors n'était qu'un droit in-
ter-étatique ou la personnalité humaine n'apparaissait 
qu'A titre exceptionnel. Certes. les doctrines avancées 
concédaient A l'homme la qualité de sujet du droit in-
La Carta de la O. N. U. agoció ampliamente 
la preocupación por los derechos del hom-
bre. En ella, los «pueblos de las Naciones 
Unidas» se declaran resueltos a reafirmar 
su fe en tales derechos (Preámbulo) y seña-
lan, como uno de los propósitos de la Orga-
nización, el desarrollo y estímulo del respe-
to a los mismos, sin distinción por motivos 
de raza, sexo, idioma o religión (art. 1, 3.°). 
Las N. U. -con el propósito de lograr 
relaciones pacíficas entre los pueblos y la 
cooperación económica y social- deben 
promover el respeto universal y la efectivi-
dad de los derechos y libertades fundamen-
tales del hombre, con exclusión de cuales-
quiera distinciones por los motivos indica-
dos (art. 13, 1.0, b). Y, entre los objetivos 
básicos del régimen de administración fidu-
ciaria se señalan la promoción y salvaguar-
da de derechos y libertades fundamentales 
(art. 76, c). A partir de esta base los dere-
chos del hombre van a ser protegidos no ya 
a favor de un grupo concreto y más o me-
nos reducido de hombres -minorías, na-
cionales, correligionarios, etc.- sino como 
derechos de todos y cada uno de los indi-
viduos humanos 7. 
Al señalar las competencias de los órganos 
de las N. U., la Carta les encomienda fun-
ciones respecto del cumplimiento de los pro-
pósitos y principios enunciados. Así, a la 
A. General le encarga de promover estudios 
ternational mais la pratique, sauf rares exceptions. 
n'était pas conforme aux voeux des théoriciens. La 
Charte des N. U. a fait un pas decisif en reconnaissant 
la sauvegarde des droits de l'homme comme un des 
principes fondamentaux du droit international nou-
veau ... Ce n'est qu'á partir du moment ou "l'homme 
de la rue" a été appelé a se prononcer sur les grands 
questions politiques, que le Droit International perd 
sa caractere purement scolaire, theorique, et devient 
un veritable droit, c'est-A-dire, une technique de la 
paix internationalé". 
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y hacer recomendaciones con el fin de ayu-
dar la efectividad de los derechos humanos 
y libertades fundamentales de todos sin dis-
criminación de raza, sexo, idioma o religión 
(art. 13, 1.0, b), y al Consejo Económico y 
Social, hacer recomendaciones a dichos fi-
nes (art. 62, 2) Y establecer comisiones para 
la promoción de los derechos humanos, en-
tre otras. 
E! Consejo Económico y Social, en uso de 
tales atribuciones, crea la Comisión de De-
rechos Humanos, encomendándole la tarea 
de presentarle proposiciones, recomendacio-
nes e informes referentes a la abolición de 
las distinciones fundadas sobre la raza, el 
sexo, la lengua o la religión 8. Creadas, en 
principio, dentro de la Comisión dos Subco-
misiones, una para la abolición de todas las 
Discriminaciones, y otra para la Protección 
de las Minorías 9, posteriormente se refun-
den en una sola Subcomisión para la lucha 
contra las Medidas Discriminatorias y de 
Protección de las Minorías 10, a la que, entre 
otras, se encomienda la tarea de «examinar 
las disposiciones a tomar en lo que se refie-
re a principios que han de aplicarse en la 
lucha contra las discriminaciones fundadas 
en la raza, sexo, o la religión, y en materia 
de protección de las minorías, y dirigir a la 
Comisión recomendaciones sobre los pro-
blemas urgentes que se planteen en estos 
8. Resol. 1/5, doc. E/20, 15 febr. 1946. 
9. Resol. 2/9, 21 junio 1946. 
10. Vid. Cons. Ec. Soc .. 1er. année, 2eme session, an-
nexe 4, p. 402. 
11. Art. II: "Todas las personas son iguales ante la 
Ley y tienen los derechos y deberes consagrados en 
esta Declaración, sin distinción de raza, sexo, idioma, 
credo u otra alguna". Art. I11: "Toda persona tiene 
derecho a profesar libremente una creencia religiosa 
y de manifestarla y practicarla en privado y en pú-
blico". Art. XXII: "Toda persona tiene derecho a 
dominios». Por lo que toca a nuestro estu-
dio, analizaremos el Proyecto de Convención 
Internacional sobre la Eliminación de todas 
las formas de Intolerancia y Discriminación 
fundadas en la Religión o Creencia, elabora-
da en el seno de esta Subcomisión. 
3. Con el precedente inmediato de la De-
claración Americana 11, adoptada por la 9.a 
Conferencia Interamericana (Bogotá, 30 de 
marzo a 2 de mayo de 1948), la Asamblea 
General de las Naciones Unidas, adopta su 
Declaración Universal de los Derechos del 
Hombre, de 10 de diciembre de 1948, cuyo 
arto 18 reza: 
«Toda persona tiene derecho a la libertad 
de pensamiento, de conciencia y de religión; 
este derecho implica la libertad de cambiar 
de religión o de creencia, así como la liber-
tad de manifestar su religión o su creencia, 
individual o colectivamente, tanto en públi-
co como en privado, por la enseñanza, la 
práctica, el culto y la observancia». 
El texto es el resultado de una laboriosa 
gestación 12 que, partiendo de los proyectos 
y proposiciones aportados por el Instituto 
Americano de Derecho, Panamá, Cuba, la 
Federación Americana del Trabajo, los EE. 
UU., etc., llevó a la División de Derechos del 
Hombre a la redacción de un anteproyecto 
en estos términos: «La liberté de conscien-
ce, de croyance et du culte public et privé-
asociarse para promover, ejercer y proteger sus inte-
reses legítimos de orden político, económico, religioso, 
social, cultural, profesional, sindical o de cualquier 
otro orden". 
12. Ver, para mayor detalle, la obra de ALBERT VER-
DOT, Naissance et signification de ~a Dec~aration Uni-
verselle des Droits de l'Homme, París-Lovaina, pp. 176 
y ss.; contiene numerosas refere.ncias a la documen-
tación oficial de las NN. UU. También, NN. UU. An-
nuaire des Droits de L'Homme pour 1947, pp. 150 Y ss. 
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est garantie» 13. Finalmente, la Asamblea Ge-
neral adoptará la redacción definitiva por 
45 votos, con 4 abstenciones. 
Philip Halpern considera elementos consti-
tutivos del derecho de libertad de pensa-
miento, conciencia y religión tal como viene 
configurado en la Declaración Universal, los 
siguientes: 
a) El derecho a la libertad de religión com-
prende no solamente el derecho de practi-
car el culto y de que sean respetadas sus 
prácticas, sino también el de participar en 
manifestaciones públicas de la creencia re-
ligiosa y el de enseñar la creencia a otros. 
b) Este derecho es no solamente un dere-
cho individual sino también colectivo, es 
decir, que todas las personas que pertene-
cen a una misma creencia tienen el derecho 
de asociarse para la práctica y propagación 
de su convicción religiosa. 
e) Este derecho comprende la libertad de 
cambiar de religión o creencia. Esta liber-
tad si se la relaciona con otras disposiciones, 
autoriza, además el mantenimiento de mi-
siones religiosas y el empleo de la persua-
sión para intentar convertir a los demás a 
la propia creencia religiosa. 
d) Se trata no sólo de un derecho a la li-
bertad de religión, sino también a la liber-
tad de pensamiento y conciencia, y compren-
de, por tanto, el de tener una creencia que 
es más convicción filosófica que una con-
vicción religiosa propiamente dicha. Com-
prende el derecho del in di viduo a adoptar 
el ateísmo 14. 
13. E/CN. 4/ AC. 1/3Add. 1, pp. 107-125. 
14. Mesures discriminatoires dans le domaine de la 
liberté de religion et des pratiques religieuses: Rapport 
pré!iminaire sur l'étude envisagée, N. U. Conseil Eco-
Las proposiciones y proyectos iniciales con-
cebían este derecho como ilimitado, exento 
de restricciones o limitaciones, a excepción 
del Proyecto de Cuba que le señalaba como 
límites la moral y el orden público, y el del 
Comité Jurídico Interamericano que preveía 
que el Estado pudiera imponer aquellas res-
tricciones que exigiesen la salud y seguridad 
públicas y las buenas costumbres, limitacio-
nes que habían de aplicarse de conformidad 
con las leyes generales y sin discriminación 
alguna. 
El ilustre jurista francés René Cassin, que 
tan importante papel jugó en la elaboración 
de la Declaración, buscando una mayor pre-
cisión, distinguió entre el tratamiento a dis-
pensar a la libertad interna y el adecuado 
para la libertad externa y propone: «La li-
bertad individual de conciencia, de creencia 
y de pensamiento es un derecho sagrado y 
absoluto. El ejercicio de un culto público o 
privado y las manifestaciones de conviccio-
nes opuestas no pueden ser sometidos más 
que a las restricciones en interés del orden 
público, de la moral y de los derechos y li-
bertades de los demás» 15. Consecuente con 
esta observación, el Proyecto del Comité de 
redacción hablará de que «la libertad de 
pensamiento y de conciencia, la libertad de 
profesar una fe y de cambiarla son derechos 
sagrados y absolutos. La práctica de un 
culto privado o público, los ritos religiosos 
y las manifestaciones de creencias diferen-
tes (una intervención de la Sra. Roosevelt 
ha conseguido cambiar el «opuestas» por 
«diferentes») no pueden ser sometidas más 
nomique et Social, Como Droits de l' Homme, Subcom. 
Lutte contre mesures discrim. et de Protec. des Mino-
ritées, E/CN. 4/Sub. 2/162, 30 nov. de 1954, pp. 6 Y 7. 
15. E/CN. 4/21, p. 48. 
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que a las limitaciones impuestas en interés 
del orden público, de la moral y de los de-
rechos y libertades de los demás» 16. 
Por último acabará imponiéndose el criterio 
de no establecer los límites de cada uno de 
los derechos que recoge la Declaración, en 
el texto del artículo correspondiente -téc-
nica que después emplearán la Convención 
Europea y los Pactos Internacionales de De-
rechos- sino de incorporar: 
a) una cláusula general de limitación para 
todos los derechos: «En el ejercicio de sus 
derechos y en el disfrute de sus libertades, 
toda persona estará solamente sujeta a las 
limitaciones establecidas por la ley con el 
único fin de asegurar el reconocimiento y 
el respeto de los derechos y libertades de 
los demás, y satisfacer las justas exigencias 
de la moral, del orden público y del bienes-
tar general en una sociedad democrática» 
y «estos derechos y libertades no podrán en 
ningún caso, ser ejercidos en oposición a 
los propósitos y principios de las Naciones 
Unidas» (art. 29, 2 Y 3), 
b) una cláusula de interpretación: «Nada 
en la presente Declaración podrá interpre-
tarse en el sentido de que confiere derecho 
alguno al Estado a, un grupo o a una per-
sona, para emprender y desarrollar activi-
dades o realizar actos tendentes a la supre-
sión de cualquiera de los derechos y liber-
tades proclamados en esta Declaración» 
(art. 30). 
Evidentemente, como señalaba Cassin -y 
los textos jurídicos internacionales poste-
riores seguirán este camino- no cabe limi-
tación alguna en el campo de la conciencia 
16. E/ CN. 4/21, pp. 62, 63. 
y del pensamiento individuales; tan sólo en 
cuanto las convicciones se manifiestan al 
mundo exterior, es cuando al Derecho co-
rresponde establecer el marco jurídico de-
fensor de la recta y libre práctica de la con-
vivencia. 
Por lo que se refiere a la libertad de pensa-
miento, de conciencia y de religión, o más 
concretamente, al significado de estas ex-
presiones en la Declaración universal, re-
cordaremos que la Subcomisión de la liber-
tad de información y prensa, en su 2.a se-
sión, recomendó a la Comisión de Derechos 
del Hombre que se suprimiera la expresión 
«pensamiento», pues tal libertad de pensa-
miento correspondía al contenido del que 
iba a ser artículo 19 de la Declaración, su-
giriendo que si tal supresión no era posible, 
en este último precepto se sustituyese --co-
mo se hizo- «pensamiento» por «opi-
nión» 17. 
En cuanto al término «religión», pese a fi-
gurar en varios proyectos y enmiendas, sólo 
se incorporó definitivamente cuando así fue 
solicitado por la organización judía Agudas 
Israel en la 3.a sesión de la Comisión de De-
rechos del Hombre. Se objetaba en contra 
que las expresiones «libertad de pensamien-
to y de conciencia» implicaba la libertad de 
religión, pero acabó imperando el criterio 
de incluir la «religión» por la especial dedi-
cación de este precepto a su protección, a 
la defensa de la libertad del hombre en ma-
teria religiosa. 
De todos modos, el contenido del arto 18 es 
un tanto complejo en cuanto, junto a la «li-
bertad de pensamiento», cuyo contenido hay 
17. E/ CN. 8/80, p. 4. 
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que referir al pensamien~o filosófico, cien-
tífico, etc., se protege una forma específica 
del mismo, el pensamiento religioso, y sus 
modos de manifestación. De aquí que una 
enmienda del Sr. Malik (Líbano) pretendie-
ra excluir de este artículo el derecho de li-
bertad de pensamiento y hablar en él tan 
sólo de «libertad de religión, de conciencia 
y creencia», proposición que no llegó a pros-
perar por la consideración, formulada por 
R. Cassin, de que el derecho de libertad de 
pensamiento es el fundamento de todos los 
demás derechos con él relacionados. 
La redacción dada al artículo, necesita a 
nuestro entender, no olvidar que el segundo 
período gramatical de su texto (<<este dere-
cho implica la libertad de cambiar de reli-
gión o de creencia, así como la libertad de 
manifestar su religión») se refiere, por lo 
que a la libertad de pensamiento toca, al 
pensamiento en materia religiosa a la vez 
que a todas las formas de pensamiento 18. 
La incorporación de la «libertad de cambiar 
de religión o creencia» al arto 18 se debe a 
la petición formulada por el delegado liba-
nés antes citado, en base a la situación de 
su país donde existían numerosos refugia-
dos que habían sufrido persecución en ra-
zón de la fe profesada o de haber cambiado 
de creencia. Al reconocimiento de esta liber-
tad se oponían los países de creencia islá-
mica puesto que el Islam no acepta el dere-
cho a abjurar de la religión de Mahoma, o 
al menos, el creyente que tal cosa hace su-
fre una especie de muerte civil. Así lo ale-
18. VERDOOT, op. cit., p. 183, exponiendo el contenido 
del art.comenta: "Toute personne a droit a la liberté 
de pensée, sous toutes ses formes; philosophique. mo-
rale, culturelle,scientifique, politique, etc... Bien que 
garon Arabia Saudí, Irak y Pakistán; en la 
votación final, el primero de estos países se 
abstuvo de votar la Declaración en su con-
junto; otros la votaron pero formulando 
reserva a esta cláusula (Egipto y Afganis-
tán). 
La expresión francesa «croyance» fue susti-
tuída por «conviction» a petición de R. Cas-
sin por estimar que el primero de estos tér-
minos tiene un matiz demasiado exclusiva-
mente religioso y parecía más adecuado el 
empleo de una expresión más amplia y que 
abarcase incluso las convicciones ateas, las 
no creencias. 
Por último, recordemos que la Declaración 
Universal incorporó en su arto 26, el derecho 
preferente de los padres a escoger el tipo de 
educación que ha de darse a sus hijos como 
uno de los objetivos de ésta el favorecer la 
comprensión, la tolerancia y la amistad en-
tre todas las naciones y todos los grupos 
étnicos o religiosos; en su arto 2, la cláusula 
de no discriminación en el goce de los dere-
chos y libertades proclamados; yen arto 20, 
el derecho de reunión y asociación pacífi-
cas; todos ellos de interés en relación con 
el de libertad de pensamiento, conciencia 
y religión. 
4. Cerramos, finalmente, esta expOSlClOn 
de precedentes de la Convención que estu-
diamos, señalando que, además de los nu-
merosos pactos en los que se han incluído 
cláusulas de no discriminación por motivos 
de religión . o creencia 19, el Pacto de Dere-
la liberté de conscüillce et de religión soit incluse dans 
la liberté générale de pensée, il est utile de les men-
tionner a part pour eviter tout malentendu ... ". 
19. Carta constitutiva de la. UNESCO (Londres, nov. 
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chos Civiles y Políticos, aprobado por la 
A. G. de las N. U. el 16 de diciembre de 
1966, dispone en su arto 18: 
«1. Toda persona tiene derecho a la liber-
tad de pensamiento, de conciencia y de re-
ligión; este derecho incluye la libertad de 
tener o de adoptar la religión o las creen-
cias de su elección, así como la libertad de 
manifestar su religión o sus creencias, in-
dividual o colectivamente, tanto en público 
como en privado, mediante el culto, la cele-
bración de los ritos, las prácticas y la ense-
ñanza. 
2. Nadie será objeto de medidas coerciti-
vas que puedan menoscabar su libertad de 
tener o de adoptar la religión o las creencias 
de su elección. 
3. La libertad de manifestar la propia re-
ligión o las propias creencias estará sujeta 
únicamente a las limitaciones prescritas por 
la ley que sean necesarias para proteger la 
seguridad, el orden, la salud o la moral pú-
blicos, o los derechos y libertades fundamen-
tales de los demás. 
4. Los Estados Partes en el presente Pacto 
se comprometen a respetar la libertad de 
los padres y, en su caso, de los tutores lega-
Les, para garantizar que los hijos reciban la 
educación religiosa y moral que esté de 
acuerdo con sus propias convicciones». 
1945); Conv. relativa a la lucha contra las medidas 
discriminatorias en materia de enseñanza (1960); De-
claración de los derechos del Niño CA. G. Resol. 1386-
XIV, 20 nov. 1959); Estatuto de los Apátridas (23 sept. 
1954) ; . varias convenciones de la OIT, Convención so-
bre Discriminaciones Raciales etc., etc. 
20. Sobre estos trabajos, hasta 1965, ver el libro de 
11. EL PROYECTO DE CONVENCION INTER· 
NACIONAL 
1. Elaboración de los Proyectos de Conven· 
ción y Declaración. 
Como queda indicado estos Proyectos han 
sido elaborados por la Subcomisión de Lu-
cha contra las Medidas Discriminatorias y 
de Protección de las Minorías de la Comi-
sión de Derechos Humanos del Consejo Eco-
nómico y Social de las N. U. 20• 
El primer trabajo de importancia sobre el 
particular que se lleva a cabo en el seno de 
las N. U. es el informe preliminar que 
prepara Philip Halpern, en 1954 21, por en-
cargo de la Subcomisión 22. 
El documento califica al problema de la li-
bertad religiosa como «uno de los más apre-
miantes de nuestra época», tanto por la 
opresión, ya histórica, de las minorías reli-
giosas, cuanto por el fenómeno nuevo de las 
actividades gubernamentales contra toda re-
ligión organizada en los países colocados 
bajo el signo del ateísmo militante. Con fre-
cuencia, además, las violaciones del derecho 
de libertad religiosa llevan aparejado el que-
brantamiento de otros derechos humanos. 
Asimismo el estudio hace notar que en los 
años recientes todas las religiones han co-
nocido «un grand renouveau d'intéreÍ», y 
que los hombres comparten cada vez más 
A. BUGAN, La comunitd internazionaLe e La libertd re-
Ligiosa, Roma 1965. 
21. E/CN. 4/ Sub. 2/162, 30 nov. 1954. Rapport préU-
minaire sur L'étude envisagée. 
22. Resol. D, 6.~ sesión, E/CN. 4/703, par. 143. Agu-
das Israel, organización no gubernamental con estatu-
to consultivo, categoría B, fue quien sugírióen 1953 
que se emprendiese tal estudio. 
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los ideales de la dignidad humana y la fra-
ternidad universal como únicos posibles 
fundamentos de la paz estable, pero la di-
versidad de creencias y prácticas religiosas 
puede todavía agudizar en el futuro los pro-
blemas de discriminación. 
La Subcomisión examinó el Informe en 
1955 23 Y en su 8.° período de sesiones, en 
1956, decide proceder al estudio de las me-
didas discriminatorias en materia de reli-
gión y prácticas religiosas, designando a 
M. Arcot Krishnaswami como Relator Es-
pecial. 
Sobre al base de un abundante material in-
formativo obtenido de los Estados miem-
bros y no miembros de las N. U., de las 
instituciones especializadas, del Secretario 
General, de organismos no gubernamenta-
les, etc., el Relator redacta sucesivamente 
un Informe de actividad 24, un proyecto de 
informe y un informe definitivo 25, para los 
que se utilizan 86 monografías conteniendo 
datos de otros tantos países. 
En el documento se reconoce que se viene 
desarrollando en el mundo una tendencia 
a mayor tolerancia, una disposición cada vez 
más favorable a una igualdad de trato ju-
rídico para las diversas creencias y sus adep-
tos, y un clima de comprensión al que con-
tribuyen positivamente los jefes espirituales 
y los hombres científicamente mejor prepa-
rados de todas las creencias. Se nota un de-
sarrollo del mutuo respeto entre las varias 
religiones y convicciones; y finalmente, el 
23. 7.0 período de sesiones, E/CN. 4/711, Cap. VIII, B. 
24 . . N. U. -':"Consejo Econ. y Soc.- Comisión de De-
rechos del Hombre. Subcomisión de la Lucha contra 
las medidas discriminatorias y de protección de las 
minorías, E/CN;4/Sub. 2/182, 12 nv. 1956. 
25. E/CN. 4/Sub. 2/200/Rev. 1. Examinado por la 
acceso a la independencia política de nu-
merosos territorios no autónomos 26 ha con-
tribuído poderosamente a favorecer la liber-
tad de pensamiento, conciencia y religión. 
Pero este mejoramiento de la atmósfera 
mundial presenta aún, y en zonas muy con-
siderables por el número de sus habitantes 
y la importancia de su papel dentro de la 
comunidad de los pueblos, regiones de som-
bra donde los derechos de la persona y de 
las organizaciones religiosas no son recono-
cidos, son constreñidos injustamente ' o vio-
lados de modo permanente, en razón de 
malentendidos confesionalismos de Estado 
o de la profesión del ateísmo científico. 
A las Naciones Unidas corresponde, según 
concluye el Relator, velar no sóló para que 
sean eliminadas todas las formas de discri-
minación, sean éstas restos del pasado o fe-
nómenos nuevos, sino también para que en 
el porvenir nadie sea sometido a ningún me~ 
noscabo de este derecho del hombre. 
Al final de su estudio, A. Krishnaswarrii for-
muló 16 reglas fundamentales para que sir-
vieran -y así ha sido- de pauta para los 
trabajos que deberían emprenderse por las 
Naciones Unidas en orden a la protección ju-
rídica del derecho a la libertad de pensamien-
to, conciencia y religión o creencia. Con ba-
se en el informe y sus reglas, la Subcomisión 
elaboró en febrero de 1960 unos Princi-
pios ordenadores de sus trabajos sucesivos. 
El Consejo Económico y Social, en 25 de 
julio de 1960 27 expresa su gratitud al Rela-
Subcomisión en su 12.0 período de sesiones, 1960. 
26. Sobre la problemática del derecho de libertad de 
conciencia en estos países ver ST /TAO/HR/25, Semi-
nar on Human Rights in developing countries, Dakar, 
8-22 febrero 1966, pp. 106-127. 
27. Cons. Ec. Soc., Docum. Offic., Resol. 772 (XXX). 
130 JOSE A. CORRIENTE 
tor, solicita la impresión y amplia difusión 
del documento elaborado y llama la aten-
ción de la Asamblea General sobre dicho 
estudio y los Principios elaborados, en rela-
ción con el examen por aquélla del arto 18 
del Proyecto de Pacto relativo a los Dere-
chos Civiles y Políticos. 
En 1961, la Comisión de Derechos del Hom-
bre dedica especial atención al problema28 , 
ya planteado en la sesión del año anterior, 
de las manifestaciones de antisemitismo y 
otras formas de prejuicios raciales e intole-
rancia religiosa, habida cuenta de algunos 
acontecimientos, acaecidos por aquellas fe-
chas. Solicita de la Asamblea general una 
resolución condenadora de tales conductas 
y que invite a los gobiernos e instituciones 
especializadas a tomar medidas oportunas 
para la lucha contra las mencionadas mani-
festaciones. 
En el XVIII período de sesiones, abril de 
1962, la Comisión estudia el proyecto de 
principios establecido por la Subcomisión 
y el informe de A. Krishnaswami, y al plan-
tearse el problema de la forma en que los 
principios deben ser presentados, la mayo-
ría de los miembros de la Comisión opinó 
que debían integrarse en un instrumento 
jurídico con fuerza obligatoria, preferente-
mente una Declaración o Recomendación de 
la Asamblea General. 
Por su resol. 1.781 (XVII), de 7 de diciembre 
de 1962, la A.G. pidió al Consejo Económico 
y Social que encomendase a la Comisión de 
Derechos del Hombre la preparación de un 
Proyecto de Declaración sobre la elimina-
ción de todas las formas de intolerancia re-
ligiosa -a someter a la A. G. en su 18.0 pe-
28. Revue de N. U., febo 1961, p. 58. 
río do de sesiones -y un Proyecto de Con-
vención internacional sobre la misma mate~ 
ria- para someterlo, a ser posible, al 19.0 
período, o en todo caso, al 20.0-. Encarga 
trabajos análogos respecto de la discrimi-
nación racial. 
2. El proyecto de Declaración. 
En su 20.0 período de sesiones (17 enero a 
18 de marzo, 1964) la Comisión de Derechos 
del Hombre constituye un grupo de trabajo 
encargado de elaborar, tomando como base 
el anteproyecto de la Subcomisión y demás 
documentos, un Proyecto de Declaración 29. 
El grupo de trabajo no pudo elaborar más 
que los 6 primeros artículos del texto, co-
rrespondientes a los mismos de la Subcomi-
sión. Sometió con ellos, a la Comisión un 
cierto número de variantes y proposiciones 
presentadas. Esta, por resolución 2 (XX), 
pidió al Secretario General que transmitie-
se a los Gobiernos el informe del grupo de 
trabajo y el anteproyecto de la Subcomi-
sión, para que formularan observaciones, 
junto con las cuales, debía someterlos al 
Consejo Económico y social en su 30.0 pe-
ríodo de sesiones, recomendando asimismo 
que transmita dicha documentación a la 
A. G. para su examen en el 19.0 período de 
sesiones. 
El Consejo Económico y Social (resol. 1.015 
C, XXXVII, 30 julio 1964) decide transmitir 
a la A. G. la antedicha Resolución 2 (XX) de 
la Comisión de Derechos Humanos, sugirién-
dole que tome una decisión en cuanto a la 
prosecución de los trabajos de la Declara-
ción. Pero el 19.0 período de sesiones de la 
29. Con. Ec. Soc., Docum. Offic., 37eme session, Sup-
p[ement 8 (E/3873), chao 111. 
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A. G. consumió la mayor parte de su tiempo 
en la discusión de los problemas planteados 
por la financiación de las operaciones reali-
zadas para el mantenimiento de la paz, no 
prestando su atención al Proyecto de De-
claración. 
De esta manera, hasta la fecha, dicho Proyec-
to no ha logrado cuajar, pues tan sólo la 
Subcomisión mencionada ha tenido la posi-
bilidad de hacerlo objeto de un estudio se-
rio 30. 
No obstante, desde el punto de vista prácti-
co, el estancamiento del Proyecto de Decla-
ración viene suficientemente compensado 
por la mayor fortuna alcanzada por el Pro-
yecto de Convención Internacional. Y ello, 
porque, como se ha puesto de manifiesto 
respecto de la Declaración Universal de los 
Derechos del Hombre, cualquiera que sea 
su utilidad e importancia, toda declaración 
planteará dudas y posturas encontradas so-
bre su valor jurídico obligatorio, transfor-
mándose en buena parte en «letra muer-
ta» 31. 
30. En octubre de 1967, varios delegados plantearon 
ante la Comisión 3.a de la A. G., con motivo de la 
discusión del Proyecto de Convención, la conveniencia 
de aprobar en primer lugar el de Declaración y des-
pués el de Convención que es un instrumento jurídico. 
La propuesta fue rechazada (ONU, Chronique men-
suelle, nov. 1967, p. 46). 
31. Una opinión de interés es la de M. Laligant, en 
Rev. BeIge D. l., 1969/1, p. 180, en su estudio sobre 
estos Proyectos de Declaración y Convención: "C'est, 
a notre avis, dans ce sens qu'il faut interpréter la 
présence, a cOté d'un projet de convention, d'un 
projet de déc1aration sur l'intolérance religieuse. 
Si la convention n'est pas ratifié ou né l'est que par 
un nombre restreint d'Etats, les principes qu'elle con'-
tient n'auront aucune portée. Si en revanche, il existe 
una déclaration solennelle de l'Assamblée des N. U., 
celle-ci demeurera en la matiere, le document fonda-
mental allquel on se reportera et a la lumiere duquel 
3. El proyecto de Convención. 
La Comisión de Derechos Humanos decide 
prepararlo, en su XXI período de sesiones 
(resol. 2-XX). 
En enero de 1965, la Subcomisión elabora 
y transmite a la Comisión un Anteproyecto 
integrado por un Preámbulo y 13 artículos, 
así como un anteproyecto de las medidas 
de ejecución complementarias. 
La Comisión en su XXI período de sesiones 
(22 marzo a 15 abril, 1965) adopta el preám-
bulo y 4 artículos 32, pero no pudiendo dar 
término al trabajo emprendido, decide con-
cederle prioridad absoluta en su siguiente 
reunión, a lo que le invitan, además, el Con-
sejo Económico y Social (resol. 1.074 B, 
XXXIV, 28 julio) y la Asamblea General. 
(Resol. 2.020-XX, 1 nov.). 
Al año siguiente la Comisión en su XXII 
período (8 marzo-3 abril) aprueba 5 artícu-
los más, sin dar tampoco fin a su tarea, y 
acuerda nuevamente la prioridad de la la-
bor. Consejo y Asamblea reiteran sus reso-
luciones anteriores 33. 
seront interpretés les conventions internationales et 
les législations nationales. 
11 y a la, semble-t-il, une sorte de tentative de créa-
tion du droit international par imprégnation, par in-
toxication pourrait on dire. A l'heure actuelle, en effet, 
aucun systeme de garantie internationale des droits 
de l'homme ne peut valablement fonctionnner sans le 
consentement des Etats, lesquels ne sont pas toujours 
disposés a admettre les abandons de souveraineté 
qu'un telle garantie implique. I1 s'agit done, puisqué 
la création conventionnelle de la norma internationa-
le s'avere impossible, de parvenir a modifier le com-
portement des Etats; de telle. sorte qu'ils arrivent · a 
considérer progressivement COmme des principes gé-
neraux de droit, les principes qu'ils avaient primi-
tivement rejetés sous la forma d'une convention". 
32. Con. Ec. Soc., Docum. Off., 3geme session, 1965, 
Supple. n.O 8, pp. 13 a 88. 
33. Cons. Ec. Soc., Docum. Off., 41eme session, 1966, 
Supl. n.O 8, pp. 11 a 35. 
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El estudio de las materias pendientes se lle-
va a cabo en 1967 (XXIII periodo de la Co-
misión, 20 febrero a 23 marzo). Se exami-
nan los arts. VIII, IX Y XII en cuanto al 
fondo y los demás en cuanto a la forma y 
se transmite al Consejo Económico y Social 
el Proyecto de Convención integrado por 
preámbulo y 12 artículos adoptados por la 
Comisión, un proyecto de artículo adicional 
presentado por Jamaica, un proyecto de 
arto XIII propuesto por la Subcomisión y 
un anteproyecto de medidas de ejecución, 
recomendando al Consejo que transmita tal 
documentación a la A. G., pidiendo a la mis-
ma que ella establezca las cláusulas finales 
y las medidas de ejecución apropiadas 34. El 
Consejo así lo hace, en su 42.0 período de 
sesiones, finalizado en junio de 1967, toman-
do nota de que la Convención Internacional 
sobre la eliminación de todas las formas de 
discriminación racial y los Pactos de Dere-
chos Humanos contenían medidas de apli-
cación, y haciendo notar que el propio Con-
sejo había recomendado por resol. 1.101 
(XL) de 2 de marzo de 1966 que en las futu-
ras Convenciones sobre derechos humanos 
se incluyeran las pertinentes disposiciones 
para su aplicación 35. 
34. Cons. Ec. Soc., Docum. Off., 42eme session, 1967, 
Suppl. n.O S, pp. 11 a 42. 
35. Resol. 1233 (XLII). 
36. Se plantearon numerosos problemas políticos rela-
cionados con el Proyecto debatido, asi, entre las nu-
merosas enmiendas presentadas, las más importantes 
se referían a incorporar preceptos que indiquen que 
debe combatirse toda explotación o empleo abusivo de 
la religión con fines políticos; que no deben ser uti-
lizadas las creencias como obstáculo a las medidas ten-
dentes a eliminar el colonialismo y el racismo o para 
intervenir en la vida nacional de los pueblos y sus 
asuntos internos; que no deben oponerse de ningún 
modo a la accesión de los pueblos a su independencia, 
Entre octubre y noviembre de 1967, la 3.a Co-
misión de la A. G. (Cuestiones Sociales, Cul-
turales y Humanitarias) estudió el Proyec-
to de Convención, Las discusiones sobre nu-
merosas enmiendas presentadas 36 agotaron 
el tiempo de que se disponía y el fruto prác-
tico de su trabajo fue escaso, pero cierto: 
modificación del título de la Convención y 
aprobación del preámbulo revisado, del ar-
tículo primero y una resolución solicitando 
que con carácter de prioridad se examine 
la cuestión por la A. G. en la sesión del año 
próximo. 
Cuando redactamos estas páginas, el Proyec-
to de Convención Internacional sigue estan-
do en la agenda de trabajo · de la Asamblea 
General y a su finalización y aprobación 
han puesto freno los acontecimientos políti-
cos mundiales que han atraído la atención 
de la misma hacia otros temas. Así, en su 
XXII período de sesiones, la A. G. había de-
cidido dar prioridad a la cuestión en el si-
guiente, pero «debido a la falta de tiempo 
en su XXIII período de sesiones y ulterior-
mente en su XXIV, la A. G., por recomen-
dación de la 3.a Comisión, decidió aplazar el 
examen de dicho tema hasta el próximo pe-
ríodo de sesiones»:rr. 
etcétera. No faltó tampoco delegado que señalara có-
mo en algún caso las enmiendas eran utilizadas como 
juego dilatorio u obstrucción (vid. Chronique Men-
suelle, nov. 1967, p. 45 y dic. p. 97). Recordemos que 
ya en la elaboración de la Declaración Universal, el 
delegado de Arabia Saudita, Baroody, reticente a la 
admisión del derecho de cambiar de religión, alegaba 
que la religión y las misiones se habían utilizado con 
frecuencia para favorecer intervenciones políticas ex-
tranjeras. 
37. Memoria del Secretario General sobre la labor de 
la Organización 16 junio 1969-15 junio 1970. A. G., Do-
cum. Offic. XXV.ó período de sesiones, Suplem. n.O 1 
(A/SOO), p. 123. 
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4. Derechos garantizados. 
A) Contenido del derecho de libertad de 
pensamiento, conciencia y religión. 
Este derecho viene reconocido por el arto 111 
del Proyecto de Convención 33 a favor de «to-
das las personas que se encuentren bajo la 
jurisdicción» de alguno de los Estados Par-
tes. Una protección, por tanto, referida a la 
persona, sin referencia a cualificación algu-
na de nacionalidad, creencia profesada u 
otras, tal como es exigido por el actual es-
tadio de desarrollo de la protección de los 
derechos humanos en el Derecho Interna-
cional. 
El derecho de libertad de conciencia com-
prende: 
1. La libertad de adoptar o no una religión 
o creencia, de conformidad con las exigen-
cias de la propia conciencia, sin ninguna de 
las limitaciones mencionadas en el arto XII 
(referidas a la defensa de la seguridad, el 
orden, la salud y moral públicas y los dere-
chos y libertades de los demás, y el «bienes-
tan>, en una sociedad democrática). Liber-
tad plena, pues, en el plano de la concien-
cia, puesto que «los Estados Partes recono-
cen que la religión o la creencia correspon-
de al fuero interno de las personas y, por 
lo tanto, debe ser respetada» (art. 11). 
No obstante, restricciones o limitaciones son 
de aplicación (art. 111, 1, a) a las manifesta-
ciones externas de la religión o convicción, 
por cuanto las mismas al producirse en el 
mundo exterior, afectan a los bienes jurídi-
cos protegidos por tales medidas. 
38. Utilizamos los siguientes documentos de N. U.: 
A/6660, texto español, Anexo 1, y Conscil Economique 
2. Libertad de cambiar de religión o creen-
cia. Se delimita con los mismos caracteres 
que la anterior: según los dictados de la 
conciencia y sin limitación ni coacción que 
pueda menoscabar la libertad de elección o 
de decisión al respecto. 
3. Libertad de manifestar la religión o 
creencia, individual y colectivamente, en pú-
blico y en privado. Naturalmente, aquí ope-
ran los límites del derecho que son legítimos 
en una sociedad democrática en orden a que 
la exteriorización de las propias conviccio-
nes no ponga en peligro la paz pública, la 
moral y la salud públicas, los derechos de 
los demás, etc.; en definitiva, se trata de la 
ordenada convivencia de las libertades de 
todos. 
4. La libertad de expresar opinión sobre 
cuestiones relativas a una religión o creen-
cia. Se recoge así una forma específica del 
derecho de libertad de opinión y de su ex-
presión, protegido por los arts. 19 de la De-
claración Universal y del Pacto de Derechos 
Civiles y Políticos, configurando como la li-
bertad de buscar, recibir y difundir infor-
maciones e ideas, sin consideración de fron-
teras, oralmente o por escrito, en forma im-
presa o por cualquier otro medio. En cuan-
to sea expresión de la opinión, juegan ciertos 
límites, definidos legalmente, en orden a la 
protección de los bienes jurídicos lesiona-
dos por su ejercicio. 
B) Obligaciones que la Convención impo-
ne a los Estados. 
Se determinan en los artículos 111 al X, del 
modo que sigue: 
et Social, documents officie!s, 42 eme session, Suple-
ment n. 6, E/4332, E/eN. 4/940. 
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1. Los Estados garantizarán a todas las 
personas dependientes de su jurisdicción: 
a) La libertad de practicar el culto, en pú-
blico y en privado, individual o colectiva-
mente. 
b) Libertad de celebrar reuniones relacio-
nadas con la religión o creencia. Aplicación 
pormenorizada y relativa a los fines religio-
sos de los arts. 20 de la Declaración Univer-
sal y 21 del Pacto internacional de Derechos 
Civiles y Políticos. 
e) Libertad de fundar y mantener casas o 
lugares dedicados a cultos y reuniones. 
d) Libertad de enseñar, difundir y de es-
tudiar la religión o creencias, las lenguas ri-
tuales o las tradiciones de las mismas. Lo 
que aquí se recoge es el derecho de docen-
cia religiosa y de convicciones, reconocién-
dolo a toda persona y no sólo a los titulares 
de la docencia oficial de cada credo o creen-
cia. Toda persona puede, en consecuencia, 
comunicar a otras aquellas verdades que 
constituyen su convicción teísta, no teísta 
o atea. A esta difusión verbal se refiere, a 
nuestro juicio, el texto cuando habla de «di-
fusión», ya que la propagación mediante es-
critos, impresos y publicaciones se protege 
seguidamente. 
e) Libertad de escribir, imprimir y publi-
car libros y textos religiosos. 
1) Libertad de formar personal destinado 
al cumplimiento de los ritos y observancias. 
g) Libertad de practicar su religión o 
creencia estableciendo y manteniendo insti-
tuciones de beneficencia y de enseñanza, y 
exponer los preceptos de la religión o creen-
cia en la vida pública. 
Este precepto plantea el problema de deter-
minar si se refiere a la creación o manteni-
miento de centros de enseñanza religiosa 
(adoctrinamiento) o de centros de docencia 
de disciplina no religiosa, creados y mante-
nidos por instituciones confesionales o de 
creencia. No parece que pueda prosperar la 
primera interpretación puesto que ya antes 
ha quedado protegida la libertad de docen-
cia religiosa y de formación del personal 
para el servicio religioso; se trataría de una 
repetición innecesaria. Hemos de pensar, en 
consecuencia, que estamos ante la libertad 
de crear y mantener centros para la ense-
ñanza de disciplinas no religiosas, centros 
privados a cargo de las organizaciones confe-
sionales. Y, desde esta interpretación, pare-
ce criticable la inclusión de tal norma en 
una Convención sobre el derecho de libertad 
de conciencia, ya que su lugar sería el de un 
texto jurídico que regule la libertad de en-
señanza, pero no en el que versa sobre la de 
creencia. Con frecuencia, nos parece que, se 
confunden ambos derechos, el de libertad 
de enseñar las creencias religiosas o irreli-
giosas, que cae dentro del campo de la li-
bertad de conciencia, y el derecho que pue-
dan tener las confesiones u organizaciones 
de creencia a abrir y mantener centros de-
dicados a la dispensación de conocimientos 
científicos, contenido de la libertad de en-
señanza. 
La razón explicativa de la inclusión del pre-
cepto en la Convención que estudiamos pue-
de ser la de una concesión a la situación 
real de numerosos países donde las confe-
siones religiosas disponen de centros de en-
señanza profana; pero es necesario subra-
yar que, en mi entender, tal derecho no di-
mana de la función religioso-docente misma. 
Más acertadamente, el arto 13, 3, del Pacto 
internacional de Derechos Económicos, So-
ciales y Culturales ha establecido el compro-
miso de los Estados Partes de respetar la 
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libertad de los padres y tutores legales de 
escoger para sus hijos o pupilos escuelas 
distintas de las creadas por las autoridades 
públicas, siempre que esos centros de ense~ 
ñanza satisfagan las normas mínimas que 
el Estado prescribe o apruebe en materia de 
enseñanza, y de hacer que sus hijos o pupi-
los reciban la educación religiosa o moral 
que esté de acuerdo con sus propias convic-
ciones; y en su número 4, cierra el paso a 
una interpretación que quisiera restringir la 
libertad de los particulares o entidades para 
establecer y dirigir instituciones de ense-
ñanza, a condición de que respeten los fines 
de la educación y las normas mínimas pres-
critas por el Estado. 
h) Libertad de observar los ritos y prácti-
cas dietéticas u otros de la religión o creen-
cias, y de producir, o, en caso necesario, im-
portar los objetos, alimentos u otros artícu-
los y materiales ordinariamente utilizados 
en dichas observancias y prácticas. 
i) La libertad de hacer peregrinaciones y 
otros viajes relacionados con la religión o 
creencia, en el interior del propio país o al 
extranjero. 
j) Derecho a igual protección de la ley pa-
ra los lugares de culto, reunión, ritos, cere-
monias y actividades y aquellos donde se 
l1evan a cabo las prácticas funerarias rela-
cionadas con la religión o creencia. 
k) Libertad de organizar y mantener aso-
ciaciones locales, nacionales e internaciona-
les relacionadas con la religión o convicción, 
de participar en sus actividades y de comu-
nicar con sus correligionarios o aquellos que 
comparten la misma convicción. El arto 20 
de la Declaración Universal y el 22 del Pac-
to de Derechos Civiles y Políticos han reco-
gido ya, en términos genéricos, este derecho 
de asociación. 
1) El derecho de no ser obligado a prestar 
un juramento de carácter religioso. Ha sido 
reconocido en numerosas disposiciones cons-
titucionales de diversos países. Protegido el 
derecho de tener convicciones ateas, parece 
obvio que no pueda ser exigido juramento 
alguno en nombre de ninguna creencia. Pe-
ro, sobre todo, es que más de un juramento 
religioso -aun respetada la posibilidad de 
que cada uno lo preste según sus conviccio-
nes en materia religiosa, como autoriza 
nuestra Ley de Libertad Religiosa, arto 5, 
3- para el desempeño de cargos o funcio-
nes de orden terrenal lo que parece debe 
pedirse es una promesa puramente civil de 
cumplimiento fiel de la función. 
2. Los Estados se comprometen a promo-
ver e implantar una política encaminada a 
proteger la libertad de pensamiento, con-
ciencia y religión o creencia, a asegurar la 
tolerancia religiosa y a eliminar toda discri-
minación por motivos de religión o creencia 
(art. I1). A adoptar medidas eficaces para 
prevenir y eliminar toda discriminación por 
motivos de religión o creencia, incluso pro-
mulgando o derogando disposiciones legis-
lativas o reglamentarias, a fin de prohibir 
tal discriminación por parte de personas, 
grupos u organizaciones; a no emprender 
política alguna y a no promulgar o mante-
ner en vigor disposiciones legislativas o re-
glamentarias que coarten o menoscaben la 
libertad referida o su pleno y libre ejerci-
cio; a no discriminar contra persona, grupo 
u organización por el hecho de ser adepto 
a una religión o creencia o no serlo, practi-
carla o no practicarla, adoptarla o no (ar-
tículo VII). 
3. Se comprometen las Partes a respetar el 
derecho de los padres y tutores legales en la 
educación religiosa de sus hijos o pupilos 
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(art. IV). Comentaremos más detalladamen-
te este aspecto. 
4. Garantizarán a todas las personas la li-
bertad de gozar de sus derechos políticos, 
civiles, económicos, sociales y culturales, y 
de ejercerlos, sin discriminación por moti-
vos de credo (art. V). 
5. Se comprometen los Estados a adoptar 
inmediatamente medidas eficaces en los do-
minios de la enseñanza, la educación, la cul-
tura y la información, de orden a combatir 
los prejuicios que originan la intolerancia y 
discriminación religiosa, y a favorecer y 
alentar, en interés de la paz universal, la 
comprensión, la tolerancia, la cooperación 
y la amistad entre las naciones, los grupos 
y los individuos, independientemente de las 
diferencias de religión o creencias, de con-
formidad con los propósitos y principios de 
las N. U., de la Declaración Universal de 
Derechos del Hombre y de esta Convención 
(art. VI). 
6. Asegurarán a toda persona la igualdad 
ante la ley, sin discriminación alguna, en el 
ejercicio de la libertad de pensamiento, con-
ciencia o religión, y una igual protección de 
la ley contra toda discriminación basada en 
la religión o creencia (art. VIII). 
7. Dispensarán igual protección de la ley 
contra todo fomento o incitación a la intole-
rancia religiosa o a la discriminación fun-
dada en tal motivo. Deben pensarse como 
delitos cualesquiera actos de violencia con-
tra los adeptos de una religión o creencia o 
contra los medios de practicarla, toda inci-
tación a tales actos y toda incitación alodio 
que por su naturaleza pueda conducir a ac-
39. Op. cit., pp. 195 Y 196. 
tos de violencia contra cualquier religión o 
creencia o sus adeptos, sin que quede excluí-
da la responsabilidad por el hecho de que 
los autores de tales actos pertenezcan a una 
organización basada en una religión o creen-
cia (art. IX). 
8. Asegurarán a todas las personas que se 
hallen bajo su jurisdicción protección y re-
cursos efectivos, por conducto de los tribu-
nales nacionales y otros organismos del Es-
tado competentes contra todo acto, incluí-
dos los de discriminación por motivos de 
l-eligión o creencia, que contraviniendo la 
Convención, violen sus derechos humanos y 
libertades fundamentales, yel derecho a pe-
dir a esos tribunales satisfacción o repara-
ción justa y adecuada por todo daño del que 
puedan ser víctimas a consecuencia de tales 
actos (art. X). 
Laligant 39, desde una tipología de las obli-
gaciones que las Convenciones internacio-
nales imponen a los Estados, ha observado 
que en el Proyecto de Convención que co-
mentamos, 
a) aparecen algunas obligaciones de medio, 
aquellas que imponen a los Estados la adop-
ción de medidas que sean útiles para alcan-
zar un determinado resultado, sin implicar 
que éste se obtenga necesariamente. Tal se-
rá, v. gr., el compromiso de promover y rea-
lizar una política que asegure la tolerancia 
religiosa o combata la discriminación o la 
intolerancia (art. 11). Son, diríamos, obliga-
ciones generales de política legislativa o gu-
bernativa; 
b) abundan las obligaciones de resultado, 
que imponen la consecución del mismo de 
forma eficaz y concreta; tal es, v. gr., la de 
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garantizar la libre manifestación de las 
creencias (art. 111), y 
e) no se prevén obligaciones de resultado 
con fijación de los medios para alcanzarlo; 
ya que los Estados Partes quedan en liber-
tad para elegir los medios que estimen más 
adecuados. 
Este mismo autor estima que las disposicio-
nes de la Convención no tienen el carácter 
de «self-executing», por cuanto, después de 
ratificada, su aplicación necesitará la adop-
ción de medidas concretas por los Esta-
dos 40. 
C) Los límites del derecho. 
Dupuy ha observado que si la delimitación 
de las restricciones lícitas a las libertades 
públicas es tarea dificultosa para el legisla-
dor interno, lo es más aún en el orden in-
ternacional, donde es necesario contar con 
limitaciones tradicionales que ciertos Esta-
dos pueden conservar bajo la presión de una 
opinión pública mayoritaria, de modo que 
una solución internacionalmente admitida 
choca con concepciones toleradas por la ca-
si totalidad de la población de un determi-
nado Estado 41. Pero -diremos- es este un 
riesgo que el Derecho Internacional no pue-
de desconocer por la naturaleza misma de 
la realidad social sobre la que ha de ser 
aplicado. 
40. Op. cit., p. 197. 
41. La la'icité dans les Declarations Internationales 
des Droits de L'Homme, en el libro La La'icité, Paris, 
1960, p. 158. 
42. Art. 8, 2.ó ; "La liberté de manifester sa religion 
ou ses convictions ne peut faire l'objet d'autres res-
trictions que celles qui, prévues dans la loi, consti-
tuent des mésures nécessaires, dans una societé démo-
cratique, a la securité publique, a la protection de 
Dos son las garantías frente a posibles de-
fectuosas interpretaciones que prevé el pro-
yecto de Convención: 
a) Ninguna de sus disposiciones puede ser 
interpretada en el sentido de que autorice 
a persona, grupo, organización o institución 
alguna a emprender actividades encamina-
das a menoscabar la seguridad nacional, las 
relaciones de amistad entre las naciones, o 
los propósitos y principios de las Naciones 
Unidas (art. XI). 
b) Ninguna de las disposiciones se puede 
interpretar en el sentido de que impida a 
un Estado Parte establecer, mediante leyes, 
las limitaciones que sean necesarias para 
preservar la seguridad, el orden, la salud y 
la moral públicos o los derechos individua-
les de todos o el bienestar general, en una 
sociedad democrática (art, XII). 
Estas limitaciones operan, como ya hemos 
indicado, respecto de las manifestaciones 
exteriores, pero no son aplicables a la liber-
tad de adoptar o no una religión o convic-
ción y la de cambiarlas (art, 111, 1, a). 
Quedan definidas de un modo análogo -no 
del todo coincidente, sin embargo- al de la 
Convención Europea 42 y al del Pacto de De-
rechos civiles y Políticos de las N. U. 43 , pe-
ro es conveniente observar: 
a) Reaparece la expresión «bien-etre géné-
ral» (<<bien común», en el texto castellano), 
no presente en el Pacto Europeo ni en el de 
l'ordre, de la santé ou de la morale .publiques, ou a 
la protection des droits et libertés d'autri". 
43. Art. 18, 3.°; "La libertad de manifestar la pro-
pia religión o las propias creencias estará sujeta úni-
camente a las limitaciones prescritas por la ley que 
sean necesarias para proteger la seguridad, el orden, 
la salud o la moral públicos, o los derechos y liberta-
des fundamentales de los demás". 
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Derechos Civiles y Políticos de las N. U. pe-
ro sí, en la Declaración Universal (art. 29, 
2; aunque sin referencia específica a dere-
cho alguno); se trata de un concepto exce-
sivamente vago y de perfiles no muy preci-
sos por lo que se presta a interpretaciones 
peligrosas. 
b) Se alude a que los límites que se admi-
ten son los necesarios «en una sociedad de-
mocrática», expresión recogida ya en la De-
claración Universal (Art. 29, 2) Y en el arto 
8, 2 de la Convención Europea, pero no en 
el Pacto de Derechos Civiles y Políticos (art. 
18, 3). A este respecto, como ha señalado 
Polys Modinos, los derechos y libertades re-
conocidos se conciben como dimanantes de 
la existencia misma de todo régimen demo-
crático y su ejercicio no puede salir del cua-
dro democrático establecido, puesto que es 
a la salvaguardia de su funcionamiento a la 
que se ordenan 44. En cuanto a la aprecia-
ción de la «necesidad» de tales limitaciones 
parece que debe apreciarse en cada caso 
concreto y con atención a las particulares 
circunstancias 45. 
5. La Convención y el problema de las re-
laciones Iglesia-Estado. 
El arto 1, d) del Proyecto reza así: 
«No se considerará por sí misma como into-
lerancia religiosa ni discriminación por mo-
tivo de religión o creencia la adopción de 
una religión ni el reconocimiento de una re-
44. La Convention Europ. des Droits de l'Homme, 
ses origines, ses objectifs, ses réaLisations, en Annuai-
re Européen, Vol. 1, p. 158. Vid., asimismo, M. J. VAN 
ENDE BOAS, La Conv. Europ. de Sauvegarde des Droits 
de l'Homme et des libertés fondamentales et la juris-
prud. néerlandaise, Ann. Europ., Vol. X, p. 232; Y PR. 
TR. VEGLERIS, Valeur et signification de la clause 
ligión O creencia por un Estado, ni la sepa-
ración entre la Iglesia y el Estado, siempre 
y cuando este apartado no se interprete en 
el sentido de que permite la violación de 
disposiciones concretas de la presente Con-
vención». 
No faltan quienes se preguntan si es posible 
conciliar el reconocimiento de una religión 
de Estado y los artículos 11 (no discrimina-
ción) y VII (igualdad ante la Ley) de la De-
claración Universal. El texto del Proyecto de 
Convención no ha seguido este camino y 
tiene un marcado carácter de composición 
entre las situaciones internas de los diver-
sos Estados participantes en su elaboración 
y posibles futuras Partes, cuyos ordenamien-
tos legales adoptan, con variantes, alguno 
de los sistemas referidos en las relaciones 
Iglesias-Estado. En verdad, aun reconocien-
do como legítima y no contraria a la liber-
tad religiosa la adopción de alguno de tales 
estatutos -oportuna precisión la de «en sí 
mismas» puesto que si tales regímenes pro-
ducen consecuencias lesivas a la libertad re-
ligiosa quebrantarían la Convención- la 
disposición señala expresamente que no ca-
be que sea interpretada como favorable a 
violación alguna. 
Puede decirse que uno de los ingredientes 
necesarios en un texto jurídico que pretende 
alcanzar verdaderamente una eficacia prác-
tica, debe ser su realismo, tratar de lograr 
la normación óptima posible sin volver la 
espalda a la realidad en presencia, porque 
"dans une societé democratique" dans la Con. Europ. 
Droits de l'Homme, en Rev. Droits Homme, Val. 1-2, 
pp. 219 Y ss. 
45. Ann. Conv. Europ. Droits de l'Homme, Vol. IV, 
p . 639, sentencia del Tribunal de Arnhem (Holanda), 
de 8 mayo 1961. 
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de otra manera decae de antemano su via-
bilidad, y más aún si ha de aplicarse a una 
comunidad humana de cohesión balbucien-
te como lo es la internacional. Por otra 
parte, es digno de constatar el hecho de que 
en algunos Estados de Iglesia establecida o 
con Religión de Estado, las demás confesio-
nes han ido alcanzando, poco a poco, un es-
tatuto jurídico casi paritario al de las creen-
cias oficiales. Pero ello no permite afirmar 
ni mucho menos que en otros, y no escasos, 
bajo las formas de Confesionalidad del Es-
tado o de Régimen de Separación, no se en-
cubran todavía situaciones de grave que-
brantamiento de la libre adhesión y práctica 
de una fe o convicción, bien sea bajo limi-
taciones expresas o bajo controles difusos. 
J. M. Diez-Alegría 46 ha puesto de manifiesto 
que la Confesionalidad del Estado no es po-
sible como «acto de ciencia» porque el Es-
tado carece de autoridad especulativa; no 
es posible, tampoco, como «acto de fe», del 
que el Estado, persona moral y sujeto jurí-
dico, no es capaz; caben tan sólo, respetada 
en su integridad, desde luego, la libertad re-
ligiosa de todos, un reconocimiento socio-
religioso (la atribución de ciertos derechos 
peculiares a aquélla o aquellas religiones 
que son profesadas por un gran número de 
ciudadanos) y un reconocimiento jurídico 
de que una religión es la verdadera, otorga-
do en razón de la fe de sus súbditos y con 
el carácter de una «disposición pragmático-
jurídica» (reconocimiento de derechos), cu-
yos efectos prácticos, a decir del autor, no 
serían necesariamente diferentes de los del 
46. Coexistencia ideológica y libertad de las concien-
cias: el problema teológico y filosófico-jurídico de la 
libertad religiosa, Actas de 1 Congreso de Filosofía 
reconocimiento de tipo sociológico. Diez-
Alegría concluye que «no parece destituído 
de fundamento el punto de vista de quienes 
consideran que el tipo de «confesionalidad» 
propio del Estado es el «socio-religioso» y 
no el del reconocimiento jurídico expreso 
de un hecho, que, por ser dogmático, perte-
nece primariamente al orden sobrenatural 
de la fe» 47. 
Para quien esto escribe, partidario de la lai-
cidad del Estado pero no de un agresivo lai-
cismo positivo, los deberes del Estado res-
pecto de la profesión religiosa o convicción 
irreligiosa o atea de súbditos no van más 
allá de la «constatación» del hecho socioló-
gico y de la atribución de las consecuencias 
jurídicas oportunas, pero no alcanzan al 
reconocimiento jurídico de la veracidad de 
una confesión o convicción determinadas. 
Caracterizaríamos estos deberes del siguien-
te modo: 
1. Protección jurídica de la libertad de pen-
samiento, conciencia y religión, de todas las 
personas sometidas a la jurisdicción del Es-
tado, con los límites que, establecidos en la 
ley, son legítimos en una sociedad democrá-
tica para la defensa del orden, la salud y la 
moral públicos, la seguridad pública, y los 
derechos y libertades de los demás. 
2. Dispensación de un trato de equidad en 
las relaciones del Estado con las diversas 
creencias o convicciones. Caben aquí, el re-
conocimiento de la personalidad jurídica de 
las diversas confesiones o creencias, un es-
tatuto jurídico paritario para las activida-
des de las mismas e, incluso, una distribu-
del Derecho, oct. 1964, p. 165, Y La libertad religiosa. 
Barcelona, 1965, p. 96. 
47. La libertad religiosa, p. 100. 
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ción proporcionada de los subsidios estata-
les en su caso. 
Finalmente, un problema que se plantea en 
los Estados confesionales es el de la fre-
cuente exigencia de la profesión de una de-
terminada creencia para el acceso a deter-
minadas magistraturas políticas del país, y, 
especialmente, a la Jefatura del Estado. Aún 
teniendo en cuenta que en algunos casos 
tales Jefes de Estado ostentaron u ostentan 
la jefatura espiritual de la respectiva Iglesia 
nacional, diremos que, a nuestro juicio, 
cuando esta exigencia se da sin llevar apa-
rejada jefatura espiritual alguna el sistema 
quebranta, al menos con respecto a estas 
personas, el derecho humano de libertad de 
conciencia religiosa y establece un modo de 
discriminación con fundamento en un moti-
vo religioso o de creencia, que cabe dentro 
-según nuestro juicio- del concepto de 
discriminación del art. 1, 1, b) del Proyecto 
de Convención: « ... toda distinción, exclu-
sión, restricción o preferencia fundadas so-
bre la religión o creencia cuyo fin o efecto 
sea suprimir o reducir el reconocimiento, el 
goce o el ejercicio, en condiciones de igual-
dad, de los derechos del hombre y las liber-
tades fundamentales en los dominios políti-
co, económico, social y cultural u otro cam-
po de la vida pública». 
6. Situación jurídica de los ateos. 
La Convención plantea, naturalmente, en el 
plano jurídico el problema del ateísmo. Y 
en éste, al enfrentarse el Derecho con la rea-
lidad social y tratar de regular la conviven-
cia socio-religiosa, se encuentra como dato 
la existencia de personas no creyentes, e 
incluso, de organizaciones creadas por estas 
personas para la propagaclOn de sus con-
vicciones. No corresponde al jurista como 
tal ni a las normas jurídicas formular jui-
cio sobre el valor moral o la veracidad de 
unas u otras doctrinas, sino crear el ade-
cuado marco jurídico donde las mismas jue-
guen libremente, con respeto a la paz y el 
bienestar público y privado. 
La Convención da un tratamiento, en plano 
de igualdad con las creencias religiosas, al 
fenómeno del ateísmo. Su art. I dispone que 
la expresión «religión, o creencia» engloba 
las creencias teístas, no teístas y ateas, y al 
enumerar las diversas fórmulas de la rela-
ción Iglesia-Estado, admite la posibilidad del 
reconocimiento de una convicción por el Es-
tado, incluída por tanto, una creencia atea. 
Nuestro juicio al respecto es el mismo que 
con referencia a los confesionalismos de 
creencias positivas. 
A lo largo de su articulado, el texto jurídi-
co que comentamos dota a la profesión, 
práctica y difusión de las convicciones ateas 
del mismo aparato y medios de protección 
que a las creencias religiosas, ciñéndole con 
los mismos límites. 
7. El derecho de los padres y tutores en la 
educación de los hijos y pupilos. 
El arto 26 de la Declaración Universal, des-
pués de proclamar el derecho de toda per-
sona a la educación, señala que ésta «ten-
drá por objeto el pleno desarrollo de la per-
sonalidad humana y el fortalecimiento del 
respeto a los derechos humanos y a las li-
bertades fundamentales y favorecerá la com-
prensión, la tolerancia y la amistad entre 
todos los grupos étnicos y religiosos y pro-
moverá el desarrollo de las actividades de 
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las N. U. para el mantenimiento de la paz» 43. 
La Convención que considerarnos no esta-
blece para los Estados Partes la obligación 
de adoptar realizaciones prácticas de orden 
positivo; tan sólo dispone: «los Estados 
Partes se comprometen a respetar el dere-
cho que tienen los padres, y en su caso, los 
tutores legales, a educar en la religión o 
convicción de su elección a sus hijos o pu-
pilos que no son todavía capaces de ejercer 
la libertad de elección garantizada en vir-
tud del párrafo 1, 2) del arto l/h, o sea, la 
de adhesión o no adhesión a religión o creen-
cia y de cambio de las mismas (art. IV, 1). 
Cuando se trate de un niño privado de sus 
padres, deben tornarse en consideración los 
deseos expresados o presuntos de aquéllos 
(art. IV, 3). 
Sin duda, de propósito este Pacto soslaya 
la posible interpretación que pretendiera la 
existencia de la obligación para los Estados 
de adoptar las medidas necesarias para que 
cada ciudadano o grupo de ciudadanos pue-
da exigir la creación y mantenimiento con 
subvenciones estatales de centros educati-
vos confesionales de acuerdo con las pro-
pias creencias 49. 
Parece, pues, que ya es habitual en los tex-
tos internacionales este modo de tratamien-
to del derecho a la educación e instrucción 
y del derecho de padres o tutores en orden 
48. El Pacto Intern. de Ds. Económicos, Sociales y 
Cultúrales, en su arto 13 recoge el derecho a la edu-
cación señalándole estos mismos objetivos. 
49. Este problema se había planteado ya en el seno 
de las Naciones Unidas con motivo de la redacción 
de la Declaración Universal. El anteproyecto redacta-
do por la División de Derechos del Hombre decía, en 
su arto 45: "Dans les pays habités par un nombre 
appreciable d'individus de race, de langue ou religion 
autres que celles de la majorité... auront le droit de 
instituer et d'entretenir leurs écoles et leurs institu-
3 la educación de sus hijos o pupilos. Es de 
gran interés el planteamiento ' del Protocolo 
adicional primero de la Convención Euro-
pea, arto 2. De un tenor muy semejante al 
art. IV, 1 de la Convención Internacional 
sobre Libertad Religiosa es el arto 18, 4 del 
Pacto Internacional de Derechos Civiles y 
Políticos~, pero, sin duda, el precepto más 
explícito y detallado, que más nos centra en 
el sentido de todos estos textos internacio-
nales es el arto 13, 3 del Pacto Internacional 
de Derechos Económicos, Sociales y Cultu-
rales aprobado por la A. G. en 1966, por el 
cual, 
«Los Estados Partes se comprometen a res-
petar la libertad de los padres; y, en su ca-
so de los tutores legales, de escoger para sus 
hijos o pupilos escuelas distintas a las crea-
das por las autoridades públicas, siempre 
que aquéllas satisfagan las normas mínimas 
que el Estado prescriba o apruebe en mate-
ria de enseñanza y de hacer que sus hijos o 
pupilos reciban la educación religiosa o mo-
ral que esté de acuerdo con sus propias con-
vicciones». 
Yen el párrafo 4: 
«Nada de lo dispuesto en este artículo se in-
terpretará como una restriccióri de la liber-
tad de los particulares y entidades para res-
tablecer y dirigir instituciones de enseñan-
za, a condición de que se respeten los prin-
tions religieuses et culturelles au moyen d'une part 
équitables des fonds, pUblics affectés a cet effet". Nin-
guna toma de posición en la cuestión de los subsidios 
estatales a la enseñanza privada fue incorporada a la 
Declaración. 
50. "Los Estados Partes en el presente Pacto se com-
prometen a respetar la libertad de los padres, y en su 
caso, de los tutores legales, para garantizar que los 
hijos reciban la educación religiosa y moral que esté 
de acuerdo con sus propias convicciones". 
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cipios enunciados en el párrafo 1 -a saber, 
las finalidades y objetivos de la educación-
y que la educación sea dada en esas ins-
tituciones se ajuste a las normas mínimas 
que prescribía el Estado» 51. 
Ya hemos aludido al acierto sistemático que 
supone la inserción de estos preceptos en el 
Pacto de Derechos Económicos, Sociales y 
Culturales, pues es, en verdad, al regular el 
derecho a la educación e instrucción, don-
de cabe, como contenido normal del dere-
cho a la libertad de enseñanza, establecer 
que los particulares y entidades -incluídas, 
por tanto, y no exclusivamente, las entida-
des confesionales o de creencia- tienen de-
recho a establecer y dirigir instituciones de 
enseñanzas no religiosas, con sometimiento 
a dos condiciones: 
a) El respeto a las finalidades de la educa-
ción: pleno desarrollo de la personalidad 
humana y del sentido de su dignidad, forta-
lecimiento del respeto de los derechos hu-
manos y libertades fundamentales, capaci-
tación de las personas para participar efec-
tivamente en una sociedad libre, favorecer 
la comprensión, la tolerancia y la amistad 
entre todas las naciones y entre todos los 
grupos raciales, étnicos o religiosos, y pro-
mover las actividades de las N. U. en pro 
del mantenimiento de la paz (Pacto de Ds. 
Econ. Soco y Cult., arto 13, 1). 
b) Sometimiento de esa enseñanza privada 
a las normas mínimas que el Estado pres-
criba, o sea, programación, inspección, etc., 
modos de ejercicio ordinario de la función 
de policía de la enseñanza en un Estado mo-
derno. 
Podrá ser discutible la oportunidad de crea-
ción, en un determinado momento, de cen-
tros de enseñanza de carácter privado. Y es 
indudablemente odioso y jurídicamente de-
forme que el ejercicio de tal derecho sólo se 
haga posible a determinados particulares o 
entidades. Pero, a la luz de los textos inter-
nacionales, debe quedar claro que en la le-
gislación de un país respetuoso con los de-
rechos del hombre ha de ser establecido y 
protegido el derecho de los particulares y 
las entidades a establecer y mantener cen-
tros de enseñanza, con respeto a las condi-
ciones arriba mencionadas y quedando a 
salvo el orden público, la salud y la moral 
públicas y los derechos de los demás. Otro es 
el problema de la financiación de esos cen-
tros privados con los fondos públicos, en el 
que ya ciertamente los textos internaciona-
les se abstienen de tomar postura y que de-
be ser resuelto por cada Estado. 
El respeto del Estado al derecho de padres 
y tutores legales lleva aparejado para és-
tos una obligación positiva: «Inculcarles 
sentimientos de tolerancia hacia la religión 
o creencia de los demás y protegerles contra 
toda doctrina o práctica inspirada en la in-
tolerancia religiosa o la discriminación mo-
tivada por la religión o creencia» (art. IV, 
2). 
A lo largo de los trabajos preparatorios de 
la Convención se puso de manifiesto repe-
tidas veces -e incluso se hizo una recomen-
dación a la UNESCO en este sentido- que, 
en orden a la erradicación de la intoleran-
cia y al goce del derecho de libertad de pen-
samiento, conciencia y religión, reviste una 
gran importancia una eficaz política educa-
51. Ver art. 2 de la Convención relativa de la Lucha contra la Discrim. en materia de enseñanza, adoptada 
por la UNESCO en dic. de 1960. 
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tiva a todos los niveles. Pues bien, el pro-
yecto de Convección lleva a su texto la pre-
ocupación por la educación al nivel del ho-
gar familiar. Un texto jurídico que a través 
de su articulado defiende este derecho del 
hombre en sus varios contenidos respecto 
de los cuales impone numerosas obligacio-
nes al Estado, establece como única obliga-
ción específica del individuo en cuanto sea 
padre o tutor, la de educar a sus hijos o pu-
pilos en la tolerancia. 
8. Mecanismo protector de los derechos ga· 
rantizados y control del cumplimiento de 
las obligaciones de los Estados. 
La Convención Internacional para la elimi-
nación de todas las formas de intolerancia 
y discriminación fundadas en la religión o 
creencia tiene la aspiración de ser un Pacto 
de aplicación universal. Este propósito sue-
le determinar los medios de protección que 
se establecen. El hecho ha sido ya suficien-
temente señalado por la doctrina: existe una 
notable diferencia entre los mecanismos 
protectores que son posibles en un pacto re-
gional o en un tratado con pretensiones de 
universalidad; en el primero, la similar cul-
tura jurídica y estructura social de los pue-
blos de una misma área hace más fácil per-
filar los tipos de los derechos protegidos y 
dotar de eficacia (el caso de la Convención 
Europea es claro) a las «medidas de ejecu-
ción»; por el contrario, en el segundo caso 
(sirvan de ejemplo los Pactos de las N. U. 
de 1966), separados los posibles Estados 
Partes por intereses con frecuencia contra-
puestos y por fuertes diferencias políticas, 
52. El arto 8 de la Declaración Universal dispone: 
"Toda persona tiene derecho a un reCurso efectivo 
ante los Tribunales nacionales competentes, que la 
económicas, jurídicas y culturales, la ambi-
güedad de las formulaciones y la debilidad 
de las sanciones resultan inevitables. El pro-
blema está conectado, claro es, con el de la 
estructura interreladonal, y de escasa Íns-
titucionalización, de la Comunidad interna-
cional. y a nuestro juicio, no debe ser una 
llamada al desánimo ni al escepticismo so-
bre las instancias internacionales, sino un 
reto para el logro de las condiciones de to-
do tipo y de las fórmulas técnico-jurídicas 
adecuadas a tal protección internacional. 
El Proyecto que comentamos prevé los si-
guientes medios de protección: 1.0 Obliga-
ción de los Estados Partes de establecer re-
cursos efectivos ante los Tribunales y órga-
nos internos. 2.° Informes periódicos y no 
periódicos. 3.° Actuación del Comité de Con-
ciliación y Buenos Oficios, y 4.° Sometimien-
to de las cuestiones litigiosas al Tribunal 
Internacional de Justicia. 
Consideremos cada uno de estos medios: 
I) Los recursos internos. 
En virtud del arto X los Estados Partes ase-
gurarán a toda persona sometida a su juris-
dicción, protección y recursos efectivos an-
te los propios Tribunales y organismos com-
petentes, contra los actos, comprendidos los 
de discriminación, que siendo contrarios al 
Pacto, violen sus derechos individuales y li-
bertades fundamentales. Es necesario que 
ante los referidos Tribunales pueda pedirse 
satisfacción o reparación justa y adecuada 
de todo daño de que pudieran ser víctimas 
como consecuencia de tales actos 52. 
ampare contra los actos que violen sus derechos fun-
damentales reconocidos por la Constitución o por la 
Ley". 
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Concordante con la norma del arto X, es la 
del XXIII que niega al Comité la posibili-
dad de entrar a conocer de un asunto sin 
haber comprobado previamente que se ha 
producido el agotamiento de recursos inter-
nos, conforme a los principios del Derecho 
de Gentes generalmente reconocidos. 
II) Informes periódicos y no periódicos. 
Conocido es el papel que en las Organiza-
ciones internacionales viene jugando la obli-
gación de someter periódicamente a aqué-
llas ciertos informes sobre el desarrollo den-
tro de cada Estado miembro de aquellas 
materias relativas al objeto y fin de la Or-
ganización. Supone un medio de control de 
considerable importancia y de una fuerza 
moral innegable. 
De acuerdo con la Resolución 624 B (XXII) 
del Consejo Económico y Social los Estados 
miembros de las N. U. debén dirigir cada 
tres años al Secretario General un informe 
sobre la evolución y progresos alcanzados 
en materia de derechos del hombre, duran-
te dicho período así como de las medidas 
adoptadas para la salvaguarda de los mis-
mos, tanto en el territorio metropolitano co-
mo en los territorios bajo su administración. 
La Comisión de Derechos del Hombre debe 
estudiar dichos informes teniendo en cuen-
ta las informaciones facilitadas por el Se-
cretario General y las instituciones especia-
lizadas, y trasmitir al Consejo Económico 
y Social observaciones, conclusiones y reco-
mendaciones de carácter objetivo y general 
que, de acuerdo con la Carta, estime opor-
tunas. Posteriormente la Comisión decidió 
crear un Comité de Informes Periódicos so-
bre los Derechos del Hombre encargado de 
estas funciones. 
Las informaciones de los Estados se deben 
referir a los derechos . contenidos en la De-
claración de 1948 y al derecho de los pue-
blos a disponer de sí mismos. 
El arto XIII del Proyecto de Convención es-
tablece los siguientes informes: 
a) Un Informe sobre las medidas de orden 
legislativo o de otra clase que se hayan adop-
tado y den cumplimiento a las disposicio-
nes de la Convención, deberá ser presentado 
por cada uno de los Estados en el plazo de 
1 año desde la entrada en vigor de la mis-
ma. 
b) Un informe cada dos años y siempre 
que el Consejo Económico y Social lo pida, 
por recomendación de la Comisión de De-
rechos del Hombre previa consulta con los 
Estados Partes. 
Estos informes se dirigen al Secretario Ge~ 
neral de las N. U. Los examinará el Consejo 
Económico y Social que puede reenviarlos a 
la Comisión de Derechos del Hombre o a la 
institución especializada correspondiente, 
para información, estudio, y en su caso,pa-
ra la formulación de recomendaciones de 
carácter general. 
III) El Comité de Conciliación y Buenos 
Oficios. 
Regulan su estructura, órganos y funciona-
miento los arts. XIV a XVIII. 
El Comité funcionará bajo los auspicios de 
las N. U. 
Tiene como misión la solución amistosa de 
las diferencias que surjan entre lps Estados 
Partes acerca de la interpretación, la aplica-
ción o la ejecución de la Convención. 
Se compone de 11 miembros, personalida-
desde moralidad e imparcialidad reconoci-
da, elegidos por el Consejo Económico y So-
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cial, a recomendación del Secretario Gene-
ral, según criterios de repartición geográfi-
ca y de representación de las diversas for-
mas de civilización y principales sistemas 
jurídicos. No puede haber más de un nacio-
nal de un Estado determinado. 
Los miembros del Comité actúan a título in-
dividual. Su mandato dura cinco años, sien-
do reelegibles. 
Pueden ser peticionarios en el procedimien-
to: 
a) Cualquiera de los Esta.dos Partes que es-
time que otro no aplica las disposiciones de 
la Convención. 
b) Las personas o grupos de personas que 
se reputen víctimas de una violación de la 
Convención por algún Estado Parte. 
c) Las organizaciones no gubernamentales 
dotadas de Estatuto Consultivo ante el Con-
sejo Económico y Social que aleguen que 
un Estado Parte no aplica la Convención. 
En los casos de los apartados b) Y c) es exi-
gido un requisito común: que el Estado con-
tra el que se dirige la querella haya recono-
cido la competencia del Comité para recibir 
tales peticiones. La exigencia de este requi-
sito es, sin duda, un reducto más de la con-
cepción de las relaciones internacionales co-
mo relaciones entre Estados, de la no con-
sideración del individuo y de los grupos so-
ciales no estatales como sujetos de Derecho 
Internacional, ya que no se les otorga ius 
standi ante el Comité sino en el caso de que 
el Estado contra el que se dirige la queja 
haya hecho una expresa sumisión a la com-
petencia del Comité con referencia a tales 
querellas de personas, grupos de personas y 
organizaciones no gubernamentales dotadas 
de estatuto consultivo. 
Este reconocimiento puede ser hecho con 
carácter general o para un asunto concreto, 
o para un período de tiempo determinado. 
Se debe manifestar por escrito ante el Se-
cretario General de las N. U., que comunica-
rá su texto a las Partes. 
Cuando la petición la dirige un Estado, de-
be hacerlo directamente al Comité que se 
encargará de notificarla al Secretario Gene-
ral y al Estado contra cuya actividad viola-
dora se dirige la queja. Si el peticionario es 
alguno de los sujetos de los mencionados 
en los apartados b) y c), se debe cursar al 
Secretario General para que éste la trans-
mita al Comité. 
Los momentos procedimentales por los que 
pasa la petición son los siguientes: 
1. Formulación de la petición. 
En el precepto referente a las querellas es-
tatales se señala que han de formularse me-
diante comunicación escrita. 
2. Recibida la comunicación, en el plazo 
de 3 meses, el Estado contra el que se diri-
gió debe hacer llegar al Estado peticionario, 
explicaciones o declaraciones escritas que 
deben comprender «en la medida posible y 
útil» indicaciones sobre las reglas del pro-
cedimiento y medios de recurso utilizados, 
en instancia o todavía abiertos. 
Si transcurridos 6 meses desde la comuni-
cación inicial la cuestión no ha sido solven-
tada a satisfacción de los dos Estados, por 
vía de negociaciones bilaterales o por otra, 
cualquiera de los Estados tiene el derecho 
a someter el asunto al Comité, notificándolo 
así al Secretario General y a la otra Parte. 
3. El Comité puede pedir a los Estados li-
tigantes cuanta información estime perti-
nente, y obtenida, procede a establecer los 
hechos y pone a disposición de las partes 
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sus buenos oficios en orden a lograr una 
solución amistosa de la cuestión, fundada 
en el respeto a la Convención. 
Puede, asimismo, recomendar al Consejo 
Económico y Social que solicite una opinión 
consultiva al Tribunal Internacional de Jus-
ticia. 
4. Informe del Comité. El Comité viene 
obligado en todo caso a la redacción de este 
informe, y a más tardar, dentro del plazo de 
18 meses, desde la fecha en que se notificó 
al Secretario Gral. que el asunto se sometía 
al Comité. El documento se envía a los Es-
tados Partes en la cuestión y al Secretario 
Gral. a efectos de publicación. 
El contenido del informe variará según el 
curso de los acontecimientos: 
a) si se ha obtenido solución amistosa, el 
Comité se limitará a una breve exposición 
de los hechos y de la solución alcanzada. 
b) si no se logró tal solución, el informe 
recogerá los hechos e indicará las recomen-
daciones formuladas con vistas a la conci-
liación. 
Si el informe no expresa, en todo o en par-
te, la opinión unánime de los miembros del 
Comité, cualquier miembro disidente tiene 
derecho a adjuntar una exposición de su 
opinión particular (voto reservado). 
S(; unen al informe todas las observaciones 
escritas u orales presentadas por las Partes. 
El Comité someterá cada año un informe re-
lativo a sus actividades al Consejo Económi-
co y Social. 
IV) Sometimiento de la cuestión al Tribu-
nal Internacional de Justicia. 
No obtenido un arreglo amistoso de la cues-
tión por la vía del Comité de Conciliación y 
Buenos Oficios, el Estado peticionario o el 
Estado requerido pueden llevar el asunto 
ante el TIJ, después que haya sido redacta-
do el informe del Comité. 
Finalmente, las disposiciones de la Conven-
ción no impedirían a los Estados Partes so-
meter al TIJ cualquier divergencia relativa 
a su interpretación o aplicación en algún 
asunto de la competencia del Comité ni re-
currir a otros procedimientos para resolver 
sus diferencias de conformidad con acuer-
dos internacionales generales o especiales 
que les liguen. 
La protección internacional prevista en el 
Proyecto de Convención se vertebra, pues, 
sobre un triple dispositivo: el de informa-
ción, cuya eficacia es más bien indirecta; el 
de conciliación, desempeñado por el Comi-
té, y la decisión jurisdiccional del Tribunal 
Internacional de Justicia, con el carácter de 
jurisdicción facultativa. Las observaciones 
que hemos hecho anteriormente resultan 
confirmadas en este caso. 
CONCLUSION 
Como hemos indicado, el Proyecto de Con-
vención Internacional sobre eliminación de 
todas las formas de intolerancia y discrimi-
nación fundadas en la religión o creencia 
espera la aprobación definitiva por la Asam-
blea General de las Naciones Unidas y la 
posterior ratificación por los Estados, para 
que su entrada en vigor depare a nuestra 
generación un Pacto internacional que, jun-
to con los otros Tratados protectores de los 
derechos del hombre ya vigentes, en expec-
tativa de estarlo o en formación, sea un ins-
trumento útil y eficaz al servicio de la per-
sona humana y sus libertades fundamenta-
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les. La ratificación y puesta en ejecución por 
parte de los Estados y la mentalización de 
gobernantes e individuos pondrían más cer-
ca la superación de una desdichada situa-
ción de la Humanidad en que la discrimina-
ción por motivos de credo y la intolerancia, 
al unísono de intereses de diverso tipo, hi-
cieron frágil o imposible la convivencia en 
las comunidades estatales e internacional. 
La Convención sería un paso, ciertamente 
todavía no el definitivo -puesto que es ne-
cesaria una mayor institucionalización y 
más eficaces medios de protección que los 
previstos en ella-, pero sí importante y el 
que es posible en las presents circunstan-
cias. 
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SUMMARIUM 
Cautío iuris libertatis conscientiae multum interest 
in iuridica ordinatione nationalis et internationalis 
vitae. 
PIures sunt eius implicationes constitutionali, civili, 
administrativo, vindicativo atque internationali iuri. 
Tutissimum fuit quam primum hoc ius iurisdictione 
internationali (interventus humanitatis, cognitio con-
dltionata, foedera paucarum gentium, praecepta, 
etcetera . .. ). 
Hac tutela perpensa, in articulo adstante scripta 
quae tantum referantur ad novissima tempora stu-
duntur : Declarationis Universalis iurium hominum 
1948; Pacti iurium civilium atque politicorum O.N.U. 
1966 (art. 18); Proyecti Conventionis Internationa-
lís, aprobationem Generalis Contionis exspectantis 
(Huius Proyecti elaboratio nunc hic exponitur). 
Considerantur statim argumenta quibus ius liberta-
tis conscientiae delineatur in Proyecto, et eius ne-
xus cum scriptis supra dictis et conventione Euro-
paea Iurium hominum atque Libertatum fundamen-
talium 1950. 
Auctor speciali modo animum attendit, et sic iudi-
cat, ad modum quo in Proyecto aliquae agantur 
quaestiones graves (relationes mutuae Ecclesiae-rei 
publicae, limites iuris «in societate democratica», 
docentia, etc.). 
Denique consideratur ratio vigilantiae rei publicae 
munerum, quae constituuntur a Conventione, et tui-
tionls iuris tuti: testimonia, conciliatio officiaque 
bona, et fortasse subiectio sententiae Tribunalis In-
ternationalis Iustitiae. 
Haec opes existimantur in praesenti statu incre-
mentí Communitatis Internationalis atque iuris gen-
tium. 
ABSTRACT 
The guarantee of freedom of conscience ls of great 
importance in the juridical regulation of life in in-
tra-State and International Society. Its implications 
are numerous in the fields of constitutional, civil, 
administrative, penal and international law. 
Of aH human rights, this was one of the earliest to 
become the object of international juridical protec-
tion (appeal to humaneness, conditional recognition, 
minority-treaties, mandates, etc.). Considering this 
protection, with reference to recent times only, this 
present work studies the corresponding texts of the 
Universal Declaration of Human Rights 1948, of the 
United Nations Agreement for Civil and Political 
Rights 1966 (art. 18) and of the Project of Inter-
national Agreement, which is pending approval by 
the General Assembly, and describes the stages of 
the latters elaboration. 
The contents of the Project which outline the right 
of freedom of Conscience are considered successive-
ly and its relationship with the above-mentioned 
texts and the European Convention of Human Rights 
and Fundamental Liberties 1950. The author pays 
special attention to and gives his opinion on the 
manner in which the Project deals with certain 
important problems, such as Church-State relations, 
the limitation of rights «in a democratic society», 
education, etc. 
FinaHy a study is made of the mechanism of con-
trol of the obiigations of States which is established 
by the Agreement, and of the protection of garan-
teed rights reports, conciliation and good offices, 
and possible submission to the decision of the Inter-
national Court of Justice, and a judgement is ex-
pressed on those means from the point of the ac-
tual state of developement of the International Com-
munity and from the point of view of the Rights 
of Peoples. 
